LEY  DE  HACIENDA  MUNICIPAL

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

Decreto:   18764
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones Conjuntas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, de Hacienda y Presupuestos y a la Comisión Especial para la adecuación de las reformas al artículo 115 Constitucional a cargo de los suscritos, les fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen, iniciativa de decreto presentada por el Ciudadano Diputado José de Jesús Alvarez Carrillo que contiene un proyecto que reforma y adiciona diversas disposiciones legales de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado de Jalisco, de la Ley para Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, de la Ley de Hacienda Municipal del Estado y de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Jalisco, y nos permitimos hacer para el efecto las siguientes:



C o n s i d e r a c i o n e s

I.-  Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 32 fracciones I y II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, corresponde a la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, conocer de los asuntos que se refieren a reformas a la Constitución Política del Estado, Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado, a la Ley para Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, a la Ley de Hacienda Municipal del Estado y a la Ley Orgánica Municipal del Estado de Jalisco.


II.-  Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 32 fracciones I y II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, corresponde a la Comisión de Hacienda y Presupuestos, conocer de los asuntos que se refieren a reformas a la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado, a la Ley para Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y a la Ley de Hacienda Municipal del Estado. 

III.-  Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 32 fracciones I y II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, corresponde a la Comisión Especial para la adecuación de las reformas al artículo 115 Constitucional, conocer de los asuntos que se refieren a reformas a la Ley de Hacienda Municipal del Estado y a la Ley Orgánica Municipal del Estado de Jalisco. 


IV.-  Que el Ciudadano Diputado José de Jesús Alvarez Carrillo en el uso de las facultades que les confieren los artículos 28, fracción I, 35 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 11 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, se sirvió presentar iniciativa de decreto que contiene el proyecto de reforma y adición a diversos artículos de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, a la Ley para Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, a la Ley de Hacienda Municipal y a la Ley Orgánica Municipal todas del Estado de Jalisco, el día 28 de octubre de 1999.


V.-  Que entre las propuestas presentadas por el Ciudadano Diputado José de Jesús Alvarez Carrillo, destacan:

a).-  Que ha habido una constante preocupación social y una exigencia del estado democrático de derecho que estamos construyendo, por la claridad y el sano juicio en la formulación y en el ejercicio del presupuesto, de manera que esté sujeto a criterios de racionalidad, equidad y justicia, para que el erario público sirva de la manera más eficaz posible a los requerimientos del bien común.


b).-  Que especial preocupación ha tenido la sociedad jalisciense en torno a las disposiciones presupuestales destinadas a remunerar el servicio público, ante la falta de criterios objetivos debidamente definidos que permitan establecer, con equidad y justicia, las prestaciones debidas a los servidores públicos del Estado y los municipios, situación que en más de alguna ocasión ha generado polémicas muy explicables.  


c).-  Que la cuestión sobre la remuneración del trabajo es uno de los problemas más álgidos, no únicamente del servicio público, sino de la sociedad en general.  Las desigualdades sociales se generan en buena medida por la falta de criterios generales, racional y objetivamente establecidos, que impidan la grave desproporción en la remuneración del trabajo y eviten que la evidente supervaloración de algunas actividades laborales, conjuntamente con la infravaloración de otras, termine por minar las relaciones sociales al generar diferencias abismales e insalvables en los diferentes grados del bienestar humano. 


d).-  Que una solución planteada desde el plano legislativo debe, necesariamente, superar las cuestiones meramente coyunturales para buscar soluciones de fondo que contribuyan a dotar de mayor claridad a la formulación y al ejercicio presupuestal, sin conformarnos simplemente con acudir a soluciones momentáneas y superficiales, por más espectaculares que resulten. 


e).-  Que se debe tomar en cuenta que la tarea de establecer los montos y los destinos del dinero público corresponde a los órganos encargados de la aprobación del presupuesto en cada ámbito de competencia, de manera que no es desde la ley, sino desde el presupuesto anual donde debe determinarse la aplicación y distribución concreta del gasto. 


f).-  Entonces, que si se considera que es en el presupuesto en donde deben determinarse los montos y las proporciones para el ejercicio del gasto público, cuál es la razón por la que se propone una iniciativa de reformas y adiciones legales, pregunta el ponente.  La razón radica en que los procesos de presupuestación, así como el ejercicio presupuestal, se regulan mediante leyes y éstas deben establecer normas que faciliten y promuevan una determinación más justa, racional y equitativa del gasto público.


g).-  Que la parte toral de la cuestión no radica en que, en un momento dado, tales o cuales funcionarios públicos hubieran determinado incrementar sus percepciones económicas, o en los montos concretos a que éstas hubieran ascendido; sino propiamente en la discrecionalidad y, en ocasiones, en la arbitrariedad que permiten las leyes para la determinación de los emolumentos correspondientes a los servidores públicos.


h).-  Que a la par que la discrecionalidad, advierte que hace falta dotar de mayor claridad el aspecto relativo a las percepciones de los servidores públicos, pues hasta hoy no es posible tener datos confiables sobre los ingresos de todos y cada uno de ellos.  Que  reconoce que nuestro Estado es uno de los que más avances ha tenido en la materia, sin embargo hace falta todavía un esfuerzo mayor para que la claridad en la asignación y monto de las percepciones de los servidores públicos se ajuste a los requerimientos de un estado democrático de derecho.


i).- Que es necesario tomar en consideración la disposición contenida en el artículo 111 de la Constitución Política del Estado, según el cual la remuneración que corresponda a los servidores públicos por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, será determinada anual y equitativamente en los presupuestos de egresos del Estado, de los municipios o los organismos descentralizados, según corresponda.

Que de acuerdo con el precepto constitucional aquí señalado, la fijación de los salarios de los servidores públicos es competencia exclusiva del órgano que tiene la facultad de aprobar el presupuesto.  En el caso de los poderes del Estado, es el Congreso el que aprueba el presupuesto, al igual que lo hacen los cabildos en el caso de los municipios y los órganos de gobierno de los organismos descentralizados, tratándose de éstos.  Por tanto, es facultad del Congreso la fijación de las percepciones económicas en el nivel estatal, lo mismo que es facultad de los cabildos fijar los emolumentos de sus integrantes y del resto de los servidores públicos municipales; pero es facultad que debe ejercerse al presupuestar y los resultados de ese ejercicio deben constar expresamente en el presupuesto. 


Que sin embargo, la aprobación del presupuesto en rubros y partidas muy generales, así como la ampliación automática de partidas, ha contribuido para que en la práctica resulte nugatoria la facultad conferida en el artículo 111, de nuestra Constitución al Congreso y a los Cabildos y, como consecuencia de ello, las percepciones económicas de los servidores públicos queden rodeadas de cierta oscuridad.


Que para darle vigencia a la norma constitucional antes señalada, en el ámbito estatal, se proponen diferentes reformas y adiciones a la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, con el fin de que el presupuesto de los tres poderes no sea aprobado en rubros y partidas demasiado generales y para que en la aprobación del presupuesto se incluyan las planillas de personal correspondientes, con el propósito de que conste expresamente, en efecto, el total de percepciones que correspondan a cada empleo o servicio público.


j).-  Que con lo anterior, aunado a la prohibición que se propone incluir en la Ley para Servidores Públicos del Estado y sus Municipios, para que los servidores públicos no puedan percibir pago alguno que no tengan particularmente asignado en el presupuesto, se busca erradicar  la práctica de pagar nóminas o compensaciones confidenciales o amparadas únicamente en partidas presupuestales genéricamente autorizadas.


k).-  Que se reconoce la existencia de una necesaria flexibilidad con el fin de que, como hasta ahora, ante el cambio de las condiciones económicas previstas al momento de presupuestar, puedan atenderse debidamente las necesidades salariales de los servidores públicos en general, mediante la ampliación automática de partidas según se autorice en el presupuesto respectivo. 


Que esta situación se da ya en la actualidad, pero se considera necesario restringirla para que, en ningún caso, la ampliación automática del presupuesto pueda presentarse a un manejo arbitrario del mismo, de manera que algunos servidores públicos incrementen sus propias percepciones económicas sin autorización del órgano encargado de la presupuestación. 

Que por tanto, se incluye una disposición que prohibe incrementar, mediante ampliación automática, las percepciones económicas de servidores públicos tales como Gobernador del Estado, los secretarios del Poder Ejecutivo, el Procurador de Justicia, los magistrados y consejeros del Poder Judicial, los diputados y algunos otros más.


l).-  Que para evitar que, mediante el ejercicio de la facultad presupuestaria por parte del Congreso, se genere un desequilibrio de la división de poderes y que los diputados tengamos la posibilidad de fijar arbitrariamente, sin límite alguno, nuestras percepciones, se propone sujetar la remuneración de los diputados al límite representado por el promedio de ingresos asignados a los secretarios del Poder Ejecutivo.  De la misma manera se propone homologar, por disposición de la Ley, las percepciones de los diputados con las de los magistrados y consejeros del Poder Judicial, con el propósito de impedir que, mediante el control presupuestal, pueda el Legislativo someter al Poder Judicial.


m).-  Por lo que ve a los ayuntamientos, la autonomía municipal consagrada en la Constitución Federal no permite la intromisión de los poderes públicos del estado en la elaboración y ejercicio del presupuesto.  Sin embargo, mediante la modificación de diversos preceptos de las leyes Orgánicas y de Hacienda Municipal, conjuntamente con la ya apuntada Ley para los Servidores Públicos, se prevé la obligación para los servidores públicos de elección popular, de hacer pública la parte del presupuesto en la que especifiquen la remuneraciones de cada uno de ellos, con el fin de que los habitantes de los municipios y los órganos de fiscalización, tengan conocimiento exacto de las percepciones debidas a tales servidores públicos y se establezca con ello, un mayor control político y jurídico que propicie condiciones de mayor claridad y de menor arbitrariedad en la retribución de los servidores públicos.



VI.-  Una vez estudiados los puntos que integran las iniciativas en comento, estas Comisiones Conjuntas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, de Hacienda y Presupuestos y la Especial para la adecuación de las reformas al artículo 115 Constitucional, proponen lo siguiente:


a).-  Que efectivamente la comunidad pide que el manejo de los recursos públicos se lleve a cabo de manera racional y honesta. 


Singular preocupación despierta en los contribuyentes el asunto relativo a las remuneraciones de los servidores públicos, en el cual deben buscarse soluciones que permitan fijar sueldos justos y transparentes.  Es decir, se debe evitar discrecionalidad en el establecimiento de la nómina de los altos funcionarios y, sobre todo, es preciso imponer obstáculos a la simulación.


b).-  Con relación a los organismos descentralizados se propone que una vez que sea aprobado su presupuesto, se remita copia al Gobernador del Estado para que se imponga de su contenido y para la publicación en el periódico oficial del estado, de la parte relativa a las remuneraciones de los titulares del organismo de que se trate.


Con ello se respeta la autonomía administrativa de las entidades y al mismo tiempo se destaca la claridad en los ingresos de sus funcionarios.


c).-  Se adiciona el artículo 46 bis con la finalidad de prever que el presupuesto que apruebe el Congreso del Estado especifique de manera indefectible el sueldo mensual que corresponda a cada uno de los servidores públicos de los tres poderes del Estado y de sus respectivas entidades y dependencias.


Sin embargo los ingresos de los más altos funcionarios del Gobierno del Estado deberán estar vinculados entre si, buscando –en lo posible- homologar en los sueldos, los cargos públicos.


Para ello se propone una fórmula que parta de las remuneraciones de los diputados, las cuales serán fijadas con base a los criterios de racionalidad, austeridad y disciplina fiscal.


Una vez que se establezca el ingreso de los legisladores, éste se aplicará al de los magistrados del Poder Judicial y a los consejeros del Consejo General, para que tengan las mismas remuneraciones. 

Los secretarios del Poder Ejecutivo tendrán ingresos que serán fijados, entre el 80 y 150 por ciento de los que correspondan a los diputados, atendiendo desde luego en lo conducente al proyecto de Presupuesto de Egresos.  Es decir, los jefes de despacho deberán obtener ingresos que podrán ser un 20% menos de lo que corresponda a un diputado, como mínimo, y hasta un 50% más de lo que se fije a los legisladores.  Dentro de este parámetro se moverá la nómina de dichos funcionarios de acuerdo a la categoría presupuestaria que les corresponda.


Se propone que la remuneración que corresponda al Gobernador nunca sea inferior al ciento cincuenta por ciento ni superior al doscientos por ciento de la que le corresponda a un diputado. 


d).-  Se propone que no opere la ampliación automática de las partidas relativas a las remuneraciones que por cualquier concepto se establezca para los servidores públicos.  Esto permitirá una revisión periódica de dichos conceptos procurando, sea dicho nuevamente, su transparencia y equidad.


e).-  Asimismo se fija como imperativo el que los servidores públicos no reciban pago alguno que no esté expresamente asignado en el presupuesto. 

Con ello se evita que se desvíen para fines contrarios a los que se proyectaron, los recursos públicos, y les otorga claridad a sus ingresos. 


f).-  Para adecuar la legislación reguladora del municipio en materia hacendaria, se propone reformar la ley a efecto de que  el Proyecto de Gasto Público que presente al Cabildo el Presidente Municipal deba contener indefectiblemente tanto las plantillas del personal por jornada y nivel como el sueldo y demás prestaciones económicas asignadas a cada una de las plazas presupuestadas, con inclusión de aquellas que ocupen los funcionarios titulares de las dependencias municipales y entidades de que se trate. 


g).-  Se propone reformar la Ley de Hacienda Municipal para el efecto de que el presidente municipal, dentro de los treinta días que sigan a la aprobación del presupuesto, o en su caso, de las modificaciones o ampliaciones del mismo ordene la publicación de las percepciones económicas que se hubieren determinado para cada uno de los servidores públicos del ayuntamiento, con la prevención de que mientras no se hubiera realizado la publicación, tales servidores públicos no podrán percibir ningún pago que no tengan expresamente asignado conforme a la última publicación efectuada. 


En ese mismo tenor se precisa que la publicación de referencia deberá hacerse en la Gaceta Municipal, en por lo menos uno de los diarios de mayor circulación en el Estado y, si lo hubiere, en uno o más periódicos de la localidad de que se trate. 

Es en los términos propuestos como las comisiones dictaminadoras recogemos con interés la iniciativa a estudio y hacemos propias sus consideraciones, las que traducimos en los términos del presente dictamen. 


h).-  Con relación a las modificaciones a la Ley Orgánica Municipal, las Comisiones Conjuntas consideran que no es de accederse a la pretensión del autor de la iniciativa en virtud de que las disposiciones propuestas deben ser incluidas en la nueva ley municipal y no a la vigente en la fecha de su presentación.

Que una vez analizada esta iniciativa por los suscritos integrantes de la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, de Hacienda y Presupuestos y la Comisión Especial para la adecuación de las reformas al artículo 115 Constitucional, sometemos a la elevada consideración de ustedes, ciudadanos diputados, el siguiente dictamen de:  DECRETO QUE ADICIONA EL ARTICULO 33 PARRAFO SEGUNDO, SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS ARTICULOS 46 BIS, 52 SEGUNDO PARRAFO Y 63 SEGUNDO PARRAFO DE LA LEY DE PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO;  Y REFORMA Y ADICIONA LAS FRACCIONES DE LA VIII A LA XII, DEL ARTICULO 210 Y SE ADICIONAN LOS PARRAFOS SEGUNDO AL QUINTO DEL ARTICULO 212 DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL, AMBOS ORDENAMIENTOS DEL  ESTADO  DE  JALISCO.
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